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EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CUÉLLAR 

ILMO. SR. ALCALDE 

 

 

 

Asunto: Restauración de la legalidad urbanística 

 

Ilmo. Sr.: 

De nuevo nos dirigimos a V.I. una vez recibido el informe solicitado en relación 

con el expediente que se tramita en esta Institución con el número 1364/2025, referencia a 

la que rogamos haga mención en ulteriores contactos que llegue a tener con nosotros. 

Como recordará, el motivo de la queja hace alusión a las presuntas irregularidades 

cometidas en la ejecución de obras en la parcela sita en la calle XXX, del municipio de 

Cuellar (Segovia), consistentes en la construcción de un muro de 7 metros de altura, 

presuntamente sin licencia urbanística y contrario a las determinaciones contenidas en las 

normas urbanísticas municipales. 

Refiere la persona autora de la queja que los servicios técnicos municipales han 

dejado constancia de la ilegalidad de las obras ejecutadas sin título habilitante para ello, 

por lo que ese Ayuntamiento incoó un expediente de protección y restauración de la 

legalidad urbanística con referencia XXX/2023, sin que a la fecha de presentación del 

escrito de queja ante esta Defensoría, se hubiere dado efectivo cumplimiento a lo 

ordenado por esa entidad local. 

Admitida la queja a trámite e iniciada la investigación oportuna, se le solicitó 

información en relación con las cuestiones planteadas en aquella. En atención a dicha 

petición se remitió un informe por esa Entidad local en el cual se hace constar que: 

- El procedimiento de restauración de la legalidad urbanística fue iniciado y 

resuelto. 

- Por parte de los responsables se han presentado la preceptiva declaración 

responsable de obras y la licencia urbanística a los efectos de ejecutar parte de las obras 

para restaurar la legalidad ordenada. 

- Comprobado que no se han adoptado todas las medidas para restaurar la legalidad 

urbanística, mediante el Decreto de Alcaldía núm. 2025-XXX, de XXX de septiembre, se 

ordenó el inicio de la ejecución subsidiaria de las obras necesarias a realizar sobre el 
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inmueble situado en la calle XXX. Habiéndose aprobado la valoración de los trabajos a 

ejecutar, se solicitó a la propiedad, expresamente y por escrito, autorización de entrada en 

el inmueble, ya que en caso contrario, se solicitaría la entrada en el inmueble al Juzgado 

de lo Contencioso Administrativo nº 1 de Segovia. 

- Dicha resolución fue notificada a los propietarios con fecha 29 de septiembre de 

2025, concediéndoles trámite de audiencia de acuerdo a lo establecido en el artículo 82 de 

la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 

- Habiendo presentado alegaciones, a la fecha de remisión de la contestación 

municipal en respuesta a nuestra petición de información, se encontraban pendientes de 

emisión los informes técnicos y jurídicos a los efectos de dictar resolución sobre la 

ejecución subsidiaria de las obras a realizar en el inmueble. 

La persona reclamante insiste en la última comunicación remitida a esta Institución 

el nulo resultado a efectos prácticos, no habiéndose realizado por parte de esa Entidad 

local ni un solo movimiento en orden de la restauración de la legalidad urbanística en 

ninguna de sus diferentes actuaciones, ni se ha retirado el exceso de altura del muro 

objeto de queja, ni soportes metálicos y tornillos que ponen en riesgo la seguridad de las 

personas. 

A la vista de lo informado, procedemos a formular las siguientes consideraciones: 

Analizadas las circunstancias que concurren en el presente supuesto, habiendo 

resultado acreditadas las actuaciones con incidencia urbanística puestas de manifiesto por 

la persona reclamante, debemos comenzar señalando que resulta incuestionable la 

competencia municipal en materia de urbanismo, la cual se configura como una de las 

competencias “propias” de las Entidades locales en el artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 

de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, citando expresamente entre ellas las 

facultades relativas a la disciplina urbanística. 

En particular, se deben de tener en cuenta las competencias de protección de la 

legalidad urbanística que ostenta ese municipio en virtud de la Ley 5/1999, de 8 de abril, 

de Urbanismo de Castilla y León, cuyo artículo 111 dispone que: 

“1. Corresponden al Municipio las siguientes competencias de protección de la 

legalidad urbanística en su término municipal: 

a) La inspección urbanística. 

b) La adopción de medidas de protección y restauración de la legalidad 

urbanística. 
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c) La imposición de sanciones a las infracciones urbanísticas. 

2. Cuando el Ayuntamiento no pueda ejercer dichas competencias, la Diputación 

Provincial podrá ejercerlas directamente, o bien aportar los medios técnicos y 

económicos necesarios”. 

El artículo siguiente del mismo texto legal define la inspección urbanística, 

incluyendo dentro de esta competencia “la investigación y comprobación del 

cumplimiento de la legislación y el planeamiento urbanísticos, y la propuesta de 

adopción de medidas provisionales y definitivas de protección y en su caso de 

restauración de la legalidad urbanística, así como de incoación de expedientes 

sancionadores por infracción urbanística”. 

Por otro lado, ninguna duda ofrece que, de conformidad con el artículo 114.1 de la 

LUCyL, cuando haya concluido la ejecución de algún acto que requiera licencia (o 

declaración responsable de obra) sin que haya sido otorgada o sin respetar las condiciones 

de la misma, el Ayuntamiento dispondrá la incoación de procedimiento sancionador de la 

infracción urbanística y de restauración de la legalidad. 

En esta misma línea, el artículo 343.1 del Decreto 22/2004, de 29 enero, por el que 

se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, establece que, cuando haya 

concluido la ejecución de algún acto de uso del suelo que requiera licencia, pero que no 

esté amparado por la misma, el órgano municipal competente debe disponer: 

a) El inicio del procedimiento de restauración de la legalidad. 

b) El inicio del procedimiento sancionador de la infracción urbanística. 

Se añade en el artículo 343.3 del Decreto 22/2004 que “Una vez iniciado el 

procedimiento de restauración de la legalidad, el órgano municipal competente debe 

resolverlo (…) con independencia de las sanciones que se impongan en el procedimiento 

sancionador”. 

En el supuesto concreto que nos ocupa, el mentado deber de protección de la 

legalidad urbanística parece que habría sido observado por ese Ayuntamiento de Cuellar, 

mediante la incoación del oportuno expediente de restauración de la legalidad urbanística, 

con referencia XXX/2023. Sin embargo, alega esa Corporación que habiendo solicitado 

un informe técnico para determinar las medidas de ejecución forzosa procedentes, dicho 

informe no ha llegado a emitirse, motivo por el cual, no se habrían continuado con las 

actuaciones que correspondan. 

En definitiva, a juicio de esta Procuraduría, ese Ayuntamiento en el ejercicio de sus 

competencias ha de adoptar, a la vista de la información de que dispone, las medidas 
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previstas para los casos de uso del suelo sin título habilitante para ello y contraviniendo la 

normativa urbanística municipal, debiendo promover la aplicación de la legalidad 

urbanística, exigiendo de inmediato un elemental ejercicio de coordinación y colaboración 

entre el personal a su servicio, acorde con los principios constitucionales de la actuación 

de las Administraciones Públicas (artículo 103.1) que permitan ordenar con eficacia y 

eficiencia todas las actuaciones que requiere la tramitación de expediente urbanístico 

iniciado, hasta su resolución conforme a Derecho. 

En este sentido, es necesario incidir en que la intervención administrativa y la 

adopción de medidas de restauración del orden urbanístico infringido es una competencia 

irrenunciable, de ejercicio inexcusable, y las dilaciones indebidas en la tramitación de 

procedimientos de restablecimiento de la legalidad y/o sancionadores de la infracción 

urbanística no son irrelevantes en la medida en que, además, pueden provocar la 

prescripción de la infracción, incluso la caducidad, lo que puede generar un detrimento de 

la legalidad urbanística y del propio municipio y sus vecinos. 

En esta línea, son numerosos los pronunciamientos judiciales que directa o 

indirectamente declaran que no sólo la competencia en materia de protección de la 

legalidad es irrenunciable, sino que el ejercicio de las mismas también lo es y que la 

apertura del expediente sancionador, si fuera el caso, no tiene carácter discrecional, sino 

que viene impuesta directamente por la ley. 

En virtud de todo lo expuesto, y al amparo de las facultades conferidas por el 

Estatuto de Autonomía de Castilla y León y por la Ley 2/1994, de 9 de marzo, del 

Procurador del Común, consideramos oportuno formular la siguiente Resolución: 

ÚNICA: En ejercicio de las competencias de protección de la legalidad 

urbanística que le son propias, respecto a la ejecución de las obras controvertidas en 

el inmueble sito en la calle XXX, del municipio de Cuellar (Segovia), se recomienda a 

esa Administración local que impulse la tramitación y finalización de los expedientes 

incoados de restauración de la legalidad urbanística y, en su caso, sancionador, en su 

caso procediendo, sin más demora, a la ejecución subsidiaria de lo ordenado 

mediante el Decreto de Alcaldía núm. 2025-XXX, de XXX de septiembre, a costa del 

obligado, como nos indica en su informe. 

Esta es nuestra resolución y así se la hacemos saber, con el ruego de que nos 

comunique de forma motivada la aceptación o no aceptación de la misma en el plazo de 

dos meses, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19.2 de la Ley Reguladora de la 

Institución. 
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Una vez realizadas las comunicaciones oportunas, se acuerda publicar la presente 

Resolución en la página web de esta Institución, previa disociación de los datos de 

carácter personal que contuviera. 

Pendiente de sus noticias, reciba un cordial saludo. 

Atentamente, 

EL PROCURADOR DEL COMÚN 

Tomás Quintana López 


